Radicación No: 66001-31-05-003-2017-00139-02


Gustavo de Jesús Moncada Muñoz Vs. Colpensiones y otros

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

Providencia: 

Auto de Segunda Instancia, jueves 1 de agosto de 2019

Radicación No: 

66001-31-05-003-2017-00139-02
Proceso: 

Ordinario Laboral
Demandante:

Gustavo de Jesús Moncada Muñoz

Demandado:

Colpensiones y otros
Juzgado de origen:
Primero Laboral del Circuito de Pereira 

Magistrado Ponente:
Francisco Javier Tamayo Tabares

TEMAS:
AGENCIAS EN DERECHO / EN VIGENCIA DEL ACUERDO 10554 DE 2016 / NECESIDAD DE ADECUAR SUS DISPOSICIONES A LA JURISDICCIÓN LABORAL, YA NO QUE PREVÉ TARIFAS QUE SE AJUSTEN A LAS REGLAS PROCESALES DEL TRABAJO.
Conforme a las voces del canon 361 del CGP, las costas procesales están integradas por las expensas y gastos sufragados en el curso de la actuación judicial y las agencias en derecho. Para la fijación de estas últimas, la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura expidió el Acuerdo 10554 de 5 de agosto de 2016, aplicable al caso de ahora, porque el proceso inició el 27 de marzo de 2017, es decir, con posterioridad a su publicación de conformidad con el artículo 7º. (…)

El acuerdo referido, además, establece para el caso de los procesos declarativos en general, unas tarifas específicas en los procesos de única instancia y otras para los procesos en primera instancia, en las que se considera la cuantía o la naturaleza del asunto como elementos determinantes para su fijación. (…)

… en el acuerdo al que se ha venido haciendo referencia no existe una tarifa específica que se ajuste con precisión a la configuración de las reglas procesales del trabajo y de la seguridad social, se estimará, entonces, cuál de tales reglas se acoplan al procedimiento laboral, siendo las agencias en derecho en contra del empleador o de un organismo de la seguridad social, como se trata en este asunto, por lo que esta Sala de Decisión, toma partido por las señaladas para los procesos de mayor cuantía, indicadas en el mencionado acuerdo, esto es, el baremo que fluctúa entre el 3% y 7,5% de lo pedido.
ACLARACIÓN DE VOTO: DOCTORA OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA

De manera respetuosa se hace necesario aclarar mi voto, pues si bien comparto la decisión adoptada por la Sala considero indispensable precisar el procedimiento para fijar las agencias en derecho, pues tan solo se hizo referencia a los criterios fijados en el canon 2 del Acuerdo 10544 sin hacer mención a la regla sentada en el parágrafo 3 del artículo 3 ib.  

Así, para concretar el valor de las agencias en derecho el acuerdo señala diferentes variables, como son: el tipo de proceso (art. 5), clase de pretensión (pecuniaria o no) (art. 3) y los criterios en particular de la actuación de la parte favorecida con la condena en costas, que permita valorar la labor jurídica desarrollada, que coincide con los mencionados en el numeral 4 del artículo 366 del Código General del Proceso…
Bien. Al tratarse de pretensiones pecuniarias, las agencias en primera instancia se fijarán en porcentajes con una ponderación inversa entre los límites máximos y mínimos establecidos para cada tipo de proceso, atendiendo los valores pedidos, así entre mayor sea el valor pedido menor será el porcentaje que corresponda por agencias en derecho y viceversa (parágrafo 3 del art. 3 del Acuerdo).
REPÚBLICA DE COLOMBIA
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TRIBUNAL SUPERIOR DE DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA

SALA CUARTA DE DECISIÓN LABORAL

La Sala Cuarta de Decisión Laboral del Tribunal Superior de Pereira, procede a desatar el recurso de apelación interpuesto por el portavoz judicial del Departamento de Risaralda, contra el auto proferido el 23 de abril de 2019, por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Pereira, dentro del proceso ordinario laboral promovido por Gustavo de Jesús Moncada Muñoz en contra de Colpensiones y otros.
Previamente se discutió y aprobó el proyecto elaborado por el Magistrado Ponente, el cual corresponde al siguiente,

AUTO:

En lo que interesa a esta decisión, mediante providencia del 7 de marzo de 2019 (fls. 384 a 388) esta Sala modificó la sentencia proferida el 31 de mayo de 2018 por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Pereira en sentido de ordenar a Colpensiones que pagara al demandante la suma de $40.356.669 por concepto del retroactivo de la reliquidación de la pensión que le fue reconocida y que liquidara las diferencias que presentan las cotizaciones realizadas por el Departamento de Risaralda y el Municipio de Pereira a quienes, a su vez, ordenó pagar los valores determinados por el ente de seguridad social.  
Sin condena en costas por la segunda instancia, las de primera fueron fijadas a favor del demandante, a cargo de Colpensiones en un 10% y del Departamento de Risaralda y el Municipio de Pereira en 100%. 

Devuelto el expediente, el Juzgado de origen ordenó la liquidación de las costas a las que fue condenada la parte vencida en las sentencias a las que se ha hecho referencia, teniendo en cuenta para el efecto que las agencias en derecho de primera instancia ascienden a la suma de $2.824.967 en proporción del 100% para cada una de  las entidades de territoriales y del 10% para Colpensiones. En ambos casos en beneficio del demandante. 
En los anteriores términos fue practicada la liquidación de las costas y, aprobada mediante auto del 23 de abril de 2019, fue objeto de apelación por parte del Departamento de Risaralda, quien solicita que se de aplicación al artículo 5° del Acuerdo PSAA16-10554 del 5 de agosto de 2016 y, en consecuencia, se establezca el valor de las agencias en derecho dentro del rango del 4% y 10% de lo pedido, considerando además la buena fe con la que ha obrado y la naturaleza, calidad y duración del proceso. 
CONSIDERACIONES:
Conforme a las voces del canon 361 del CGP, las costas procesales están integradas por las expensas y gastos sufragados en el curso de la actuación judicial y las agencias en derecho. Para la fijación de estas últimas, la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura expidió el Acuerdo 10554 de 5 de agosto de 2016, aplicable al caso de ahora, porque el proceso inició el 27 de marzo de 2017, es decir, con posterioridad a su publicación de conformidad con el artículo 7º.

Concretamente, el numeral 3º del precitado acuerdo dispuso que: 
“Para la fijación de agencias en derecho el funcionario judicial tendrá en cuenta, dentro del rango de las tarifas mínimas y máximas establecidas por este acuerdo, la naturaleza, la calidad y la duración de la gestión realizada por el apoderado o la parte que litigó personalmente, la cuantía del proceso y demás circunstancias especiales directamente relacionadas con dicha actividad, que permitan valorar la labor jurídica desarrollada, sin que en ningún caso se puedan desconocer los referidos límites”.
El acuerdo referido, además, establece para el caso de los procesos declarativos en general, unas tarifas específicas en los procesos de única instancia y otras para los procesos en primera instancia, en las que se considera la cuantía o la naturaleza del asunto como elementos determinantes para su fijación. 
De este modo, en relación con los trámites de primera instancia, contempla que las agencias en derecho, por la cuantía, en procesos donde esta es menor, pueden fijarse entre el 4% y el 10% y, en procesos donde esta es mayor, entre el 3% y el 7,5%., en ambas hipótesis, sobre lo pedido. 
Ahora, como es sabido, la norma procesal laboral regula de manera especial  la materia de las cuantías, estableciendo dos categorías que a su vez determinan las instancias en las que deben tramitarse los procesos.  Así, está definido que los procesos de única instancia, son aquellos cuya cuantía no excede los 20 S.M.M.L.V. y los procesos de primera instancia son los que superan este monto, sin que para este último caso haya lugar a distinciones adicionales, como sí ocurre en materia civil, donde además se presenta una clasificación entre procesos de menor y mayor cuantía. 
En tal sentido, destacando que en el acuerdo al que se ha venido haciendo referencia no existe una tarifa específica que se ajuste con precisión a la configuración de las reglas procesales del trabajo y de la seguridad social, se estimará, entonces, cuál de tales reglas se acoplan al procedimiento laboral, siendo las agencias en derecho en contra del empleador o de un organismo de la seguridad social, como se trata en este asunto, por lo que esta Sala de Decisión, toma partido por las señaladas para los procesos de mayor cuantía, indicadas en el mencionado acuerdo, esto es, el baremo que fluctúa entre el 3% y 7,5% de lo pedido.
A esta intelección se arriba, luego de que el Consejo Superior de la Judicatura, no tomó en cuenta las especificidades propias de la legislación laboral y de la seguridad social, en que comprometidos se encuentran, tanto asuntos de rango legal como constitucional;  sobre lo que si había pasado en el acuerdo derogado, y que si bien no toca directamente con costas procesales, no puede perderse de vista las consideraciones especiales de los sujetos susceptibles de tal condena. 
En ese orden, a pesar de que las costas fijadas por la a-quo equivalen al 7% de la condena que por concepto del retroactivo pensional se estableció en segunda instancia y que este porcentaje se halla en el rango que se ha determinado como aplicable a este caso, que –se itera- oscila entre el 3% y el 7,5%; por aproximarse al máximo, el mismo si resulta excesivo dentro de este intervalo; especialmente si se tiene en cuenta la naturaleza, calidad y duración de la gestión realizada.  
Al respecto debe considerarse que el mandatario de la parte activa, acudió al proceso solicitando al Juzgado la obtención de documentos que pudo conseguir directamente o mediante derecho de petición; que estando imposibilitado para acudir a la audiencia llevada a cabo el 11 de septiembre de 2017 no se ocupó de designar un apoderado que lo sustituyera y de contera, asegurar la debida representación de su mandante; que la vinculación del Departamento de Risaralda obedeció a la actividad oficiosa de la Jueza para integrar debidamente la litis; y que la labor probatoria desplegada fue mínima y asumida de manera oficiosa por la directora del proceso.   
En consecuencia, dado que como se vio, el rango tarifario aplicado por la a-quo en virtud del Acuerdo PSAA16-10554 no corresponde al que debió aplicar, al tiempo que el monto fijado no se ciñe a los aspectos subjetivos que deben verificarse, se dispondrá la modificación del valor de la agencias en derecho fijadas por la primera instancia a cargo del Departamento de Risaralda, las cuales se establecen en el 3% de lo pedido, equivalente a la suma de $1.210.700. 
Sin costas, dada la prosperidad del recurso. 
En mérito de lo expuesto, la Sala Cuarta de Decisión Laboral del  Tribunal Superior de Distrito Judicial de Pereira – Risaralda

RESUELVE

1. Modificar el auto proferido el 23 de abril 2019, por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Pereira, en relación con el valor de las agencias en derecho fijadas a cargo del Departamento de Risaralda por la primera instancia, el cual quedará así: 
A favor del demandante a cargo del Departamento de Risaralda, la suma de: 

	Agencias en derecho (Primera instancia) 
	$ 1.210.700
	

	Costas (En proporción igual al 100%) 
	
	$ 1.210.700

	TOTAL COSTAS
	
	$ 1.210.700


2. 
Sin costas. 
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN


         OLGA LUCIA HOYOS SEPÚLVEDA

Magistrada



     Magistrada




     Aclara voto
Providencia: 

Auto del 01-08-2019 

Radicación No:
66001-31-05-003-2017-00139-02

Proceso:

Ordinario laboral 

Demandante:

Gustavo de Jesús Moncada Muñoz

Demandado:

Colpensiones y otro

Magistrado ponente:
Dr. Francisco Javier Tamayo Tabares
ACLARACIÓN DE VOTO

De manera respetuosa se hace necesario aclarar mi voto, pues si bien comparto la decisión adoptada por la Sala considero indispensable precisar el procedimiento para fijar las agencias en derecho, pues tan solo se hizo referencia a los criterios fijados en el canon 2 del Acuerdo 10544 sin hacer mención a la regla sentada en el parágrafo 3 del artículo 3 ib.  

Así, para concretar el valor de las agencias en derecho el acuerdo señala diferentes variables, como son: el tipo de proceso (art. 5), clase de pretensión (pecuniaria o no) (art. 3) y los criterios en particular de la actuación de la parte favorecida con la condena en costas, que permita valorar la labor jurídica desarrollada, que coincide con los mencionados en el numeral 4 del artículo 366 del CGP, que lo son “la naturaleza, la calidad y la duración de la gestión realizada por el apoderado o la parte que litigó personalmente, la cuantía del proceso y demás circunstancias especiales directamente relacionadas con dicha actividad…” (Art. 2 del Acuerdo).  

Bien. Al tratarse de pretensiones pecuniarias, las agencias en primera instancia se fijarán en porcentajes con una ponderación inversa entre los límites máximos y mínimos establecidos para cada tipo de proceso, atendiendo los valores pedidos, así entre mayor sea el valor pedido menor será el porcentaje que corresponda por agencias en derecho y viceversa (parágrafo 3 del art. 3 del Acuerdo).

Por el contrario, en los procesos declarativos de primera instancia que carezcan de cuantía o pretensiones pecuniarias las agencias oscilarán entre 1 y 10 SMLMV.

Ya en segunda instancia la suma de agencias en derecho se fijará en salarios mínimos (inc. 1 art. 3 del Acuerdo). 

Al revisar la demanda se observa que lo pretendido por la parte actora fue la declaratoria de la reliquidación de su pensión, cuyo retroactivo cuantificó hasta la presentación de la demanda en $75.526.505; lo que nos ubica en un proceso declarativo general con una pretensión pecuniaria.

Proceso que se tramita en primera instancia dado que se trata de una pretensión de mayor cuantía, pues en materia laboral no existe la menor, por lo que los  límites en que debe moverse el juez para fijar las agencias en derecho son 3% y 7,5%(numeral 1 del artículo 5). En este mismo sentido se pronunció La Sala Laboral de este Tribunal recientemente
. 

Ya para efectuarse la ponderación inversa
 entre los valores máximos y mínimos y la suma pedida en la demanda, debe hacerse un ejercicio matemático que permita establecer los porcentajes. Y en materia laboral solo se cuenta con dos valores que permiten hacerlo; más de 20 SMLMV
, cuantía de los asuntos que se tramitan en 1 instancia y más de 120 SMLMV
 que habilita interponer el recurso de casación.

Aplicado lo dicho al caso bajo examen, se tiene que el valor pedido configura uno más cercano a los 120 SMLMV, con lo cual se debe partir del porcentaje mínimo del 3%.

Así, atendiendo los criterios que permiten valorar la labor jurídica del favorecido con las costas, como se dejó planteado en la providencia que resolvió el recurso, análisis que comparto, se tiene que el porcentaje a aplicar es el límite mínimo. 

En estos términos dejo aclarado mi voto.

OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA
Magistrada

� providencia del 01/11/2018, expediente 2016-505, demandante: Carmen Cruz Saldarriaga vs Colpensiones. MP Francisco Javier Tamayo Tabares y auto del 22/02/2019, expediente 2017-00245-02, demandante Luis Carlos Osorio Osorio vs Colpensiones, MP Olga Lucía Hoyos Sepúlveda.


� Esto es, a mayor valor menor porcentaje, a menor valor mayor porcentaje, pero en todo caso atendiendo a los criterios del artículo anterior.


� $15.474.340 para el 2017, año en que se presentó la demanda. 


� $92.845.440 para el 20176, año en que se presentó la demanda.
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